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D. EXCEf4eT

 EMC rÓas partes



 

A. PRESENTACIÓN 

 
1. El presente memorial tiene como objeto servir de guía para los jueces y las juezas del 
Concurso Interamericano de Derechos Humanos en relación con los principales alegatos de las 
partes, respecto de cuestiones sustantivas y procesales, en el caso hipotético Cristal Tovar v. 
República Democrática de Exclutia. 
 
2. Este año el tema que está siendo estudiado por cientos de estudiantes y profesores/as en las 
Américas y otros países es el relativo a los derechos de las personas con discapacidad2. Para las y los 
autores del caso y del presente memorándum, esta oportunidad, sin lugar a dudas, servirá para 
visibilizar la situación a la que se enfrentan las personas con discapacidad en relación con la violación 
a sus derechos humanos. Los temas a tratar en este documento consisten en el análisis de los 
principales derechos que marcan el cambio de paradigma con el que se había tratado a las personas 
FRQ�GLVFDSDFLGDG��'XUDQWH�VLJORV��VH�OHV�KDEtD�YLVWR�FRPR�´REMHWRV�GH�DVLVWHQFLDOLVPRµ��$FWXDOPHQWH��
a raíz de la adopción de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de 
1DFLRQHV� 8QLGDV� �HQ� DGHODQWH� ´&'3'µ�� HVWDV� SHUVRQDV son vistas y tratadas como sujetos de 
derechos y obligaciones.  

 

3. El presente memorándum contiene los estándares que el sistema interamericano de derechos 
humanos ha desarrollado en la materia. Sin perjuicio de ello, considerando que los estándares que 
derivan de la CDPD son los que otorgan una mayor protección a las personas con discapacidad, este 
documento se basa principalmente en el referido instrumento internacional, el cual es considerado 
por las Naciones Unidas como un tratado histórico debido al elevado número de ratificaciones de 
los Estados en un corto lapso de tiempo. Asimismo, se utilizan estándares del sistema universal y 
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11. En 2012 la Corte falló en el Caso Furlan y familiares Vs. Argentina relativo a la demora excesiva 
en la resolución de una acción civil contra el Estado, de cuya respuesta dependía el tratamiento 
médico de un niño con discapacidad física e intelectual12. En el mismo año la Corte emitió sentencia 
en el Caso Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) Vs. Costa Rica sobre la prohibición general de 
practicar la fecundación in vitro, en la cual abordó la infertilidad como una discapacidad13. En ambas 
sentencias la Corte Interamericana analizó los derechos consagrados en la Convención Americana a 
la luz de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD).  

1.2.  Medidas cautelares 
 
12. La Comisión Interamericana ha protegido, a través del mecanismo de medidas cautelares, a 
personas con discapacidad que se encuentran en una situación de gravedad y urgencia. En 2003 la 
CIDH otorgó medidas cautelares a favor de los pacientes del Hospital Neurosiquiátrico de 
Paraguay14. La Comisión solicitó al Estado paraguayo la adopción de medidas para proteger la vida y 
la integridad física, mental y moral de los 458 pacientes internados dicho hospital. Por otra parte, en 
el año 2012 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de los pacientes del Hospital Federico Mora 
en Guatemala15.  

1.3.  Otros mecanismos de promoción y protección de los derechos humanos 
 
13. El 4 de abril de 2001 la Comisión Interamericana adoptó una recomendación sobre la 
promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad mental, en la cual insta a 
los Estados a ratificar la CIADDIS, tomar medidas para diseminar los estándares internacionales en 
materia de personas con discapacidad mental, promover e implementar planes nacionales de salud 
mental, así como iniciativas específicas para la defensa de las personas con discapacidad mental, 
entre otros16. 
 
14. La Comisión Interamericana ha utilizado además el sistema de audiencias generales para 
monitorear la situación de los derechos de las personas con discapacidad en las Américas. En los 

                                                           
12 Corte I.D.H., Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246. 

13 Corte I.D.H., Caso Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C No. 257. 

14 CIDH, Medidas Cautelares 2003, Paraguay, párr. 63. Disponible en: 
http://www.cidh.org/medidas/2003.sp.htm. Véase también Galván, Sofía, ´The Paraguayan Case: A Successful 
Experience in Community Integration and the Use of a Regional System,µ�Disability and Human Rights Blog, agosto de 
2011. Disponible en  
http://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&frm=1&source=web&cd=1&ved=0CCYQFjAA&url=http%3A
%2F%2Fdisabilityandhumanrights.com%2F2011%2F08%2F17%2Fthe-paraguayan-case-a-successful-experience-in-
community-integration-and-the-use-of-a-regional-
system%2F&ei=lYocU8WuOeXw0QHD5oBI&usg=AFQjCNGmKG6XRJCdh-
RRIpUkA13Pno9erg&sig2=uOUsaKfxPqmxEKGdzhNXJg&bvm=bv.62578216,d.dmQ.  

15 CIDH, MC 370/12 ² 334 Pacientes del Hospital Federico Mora, Guatemala, 20 de noviembre de 2012. Para 
mayor información véase: Disability Rights International, Solicitud de Medida Cautelar, octubre de 2012. Disponible en: 
http://www.disabilityrightsintl.org/media-gallery/our-reports-publications/. 

16 CIDH, Informe Anual 2000, Capítulo VI, Recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos sobre la promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad mental, 4 de abril de 2001. 
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cuenta con 158 firmas y 143 Estados partes27.  Como su nombre lo indica, este tratado de derechos 
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derechos humanos, sino, clarifica las obligaciones de respetar y asegurar el disfrute de los derechos 
por parte de las personas con discapacidad33. 
 
20. Por su parte, a pesar de que esta Convención no define qué es lo que se entiende por 
discapacidad, sí establece que ésWD� HV� ´XQ� FRQFHSWR� TXH� HYROXFLRQDµ34,  y que  ´resulta de la 
interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que 
evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demiVµ35. 
$Vt�PLVPR��HO�DUWtFXOR�����GH�OD�&'3'�VHxDOD�TXH�ODV�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�´LQFOX\HQ�D�DTXHOODV�
que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar 
con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
FRQGLFLRQHV�FRQ�ODV�GHPiVµ36.  
 
21. $O�VHxDODU�TXH� OD�GLVFDSDFLGDG�HV�XQ�FRQFHSWR�TXH�HYROXFLRQD�� OD�&RQYHQFLyQ�´QR� LPSRQH�
una visión rígida sobre la discapacidad, sino que asume una aproximación dinámica que permite 
DMXVWHV�D�WUDYpV�GHO�WLHPSR�\�HQ�GLIHUHQWHV�FRQWH[WRV�VRFLRHFRQyPLFRVµ37. Por su parte, la referencia 
respecto a quiénes son considerados como personas con discapacidad y sobre cómo resulta la 
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elecciones no puedan ser comprendidas por terceros en un momento dado, y a pesar de los 
esfuerzoV� UHDOL]DGRV� SDUD� DSR\DUODV� HQ� VX� GHFLVLyQ�� ´HO� (VWDGR� GHEH� UHFXUULU� D� UD]RQDPLHQWRV� GH�
¶LQWHUpV� VXSHULRU·� KDFLHQGR� WRGR� OR� SRVLEOH� SDUD� DYHULJXDU� OR� TXH� OD� SHUVRQD� KXELHUD� TXHULGR� VL�
hubiéramos sido capaces entenderle. Sin embargo, esto no significa que los Estados puedan 
FRQWLQXDU�SULYDQGR�GH�VX�FDSDFLGDG�MXUtGLFD�D�HVWH�JUXSR�GH�SHUVRQDVµ42.   
 
26. El enfoque que plantea la CDPD es claramente contrario a aquéllos que soportan los 
sistemas de tutela, debido a que éstos en lugar de establecer los apoyos que las personas con 
discapacidad necesitan para tomar sus propias decisiones, sustituyen su voluntad. De hecho, el 
Comité de la CDPD se ha pronunciado contra los regímenes que en lugar de apoyar la toma de 
decisiones de las personas con discapacidad, la restringen a través de regímenes como el de la tutela. 
En este sentido, ha solicitado a los Estados examinados por sus informes de país, hacer las 
modificaciones legislativas pertinentes para que su normativa sea plenamente acorde al artículo 12 de 
la CDPD43. Por ejemplo, en el informe respecto a Paraguay, el Comité de la CDPD lo llamó a 
suprimir los preceptos del Código Civil que regulan el proceso de inhabilitación judicial por motivos 
de discapacidad y a adoptar un mecanismo de revisión independiente que restablezca plenamente los 
derechos a las personas que han sido declaradas inhábiles judicialmente44
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´JXDUGD� XQD� VHULD� FRQWUDGLFFLyQ� FRQ� OR� HVWDEOHFLGR� SRU� HO� DUWtFXOR� �� \� ��� GH� OD� &RQYHQFLyQ� GH�
Naciones Unidas y, en consecuencia, entiende que el mismo debe ser reinterpretado en el marco de 
OD�YLJHQFLD�GH�HVWH�~OWLPR�GRFXPHQWRµ49. 
 
30. En esta observación general, el Comité para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contras las Personas con Discapacidad también se refirió a la importancia del 
DUWtFXOR����DO�VHxDODU�TXH�´OD�HQWUDGD�HQ�YLJRU�GH�OD� [CDPD] 
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Cristal pudiera ejercer plenamente su derecho a la capacidad jurídica, debió de haber establecido 
apoyos de conformidad con sus necesidades, para que ella pudiera ejercer plenamente el referido 
derecho. 
 
33. Por otra parte, y con independencia de que cualquier imposición de este tipo de régimen de 
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personas que no puedan expresar su voluntad por ningún medio o con el apoyo de otra personas; b) 
el régimen de tutela no es permanente y está sujeto a revisión, y c) el tutor tiene la obligación de 
presentar cada mes, un informe relacionado con la persona que está bajo su custodia. 
 
2.  Derecho a la libertad personal de las personas con discapacidad en casos de 

institucionalización 
 
39. La Corte Interamericana ha afirmado que el contenido esencial del artículo 7 de la 
Convención Americana es la protección de la libertad del individuo contra la interferencia arbitraria 
o ilegal del Estado y, a la vez, la garantía de su derecho de defensa53. 
 
40. En ese sentido, el artículo 7 de la Convención Americana regula las garantías necesarias para 
salvaguardar la libertad personal54. Tal como la Corte ha establecido, la libertad personal no es un 
derecho absoluto, sino que, de cumplirse con las exigencias para su restricción, esta medida es 
legítima55. Es así como los incisos 2 al 6 se refieren a las regulaciones específicas que deben concurrir 
para restringir legítimamente el derecho a la libertad persona56. 
 
41. La Corte Interamericana en su jurisprudencia se ha pronunciado sobre hechos relacionados a 
detenciones en el marco de procesos penales o administrativos. No obstante, a la fecha no se ha 
pronunciado sobre el alcance del derecho a la libertad personal de las personas con discapacidad. 
Por su parte, la CIDH ha sostenido que el artículo 7.1 de la Convención Americana no se limita a las 
detenciones que involucran la investigación y sanción de delitos, sino que se extienden también a 
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responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales psiquiátricos y otros establecimientos 
SDUD�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDGHV�ItVLFDV��PHQWDOHV�R�VHQVRULDOHVµ 59.  
 
43. Adicionalmente, como se verá a continuación tanto el Comité de Derechos Humanos, el 
Comité de la CDPD y la Corte Europea se han pronunciado sobre el derecho a la libertad personal 
de personas con discapacidad que han sido institucionalizadas.  
 
44. De esta forma, el primer nivel de estudio que las partes deberían establecer es que la 
institucionalización de personas con discapacidad se debe analizar a la luz del derecho a la libertad 
personal. Una vez que se establezca dicho presupuesto, las partes deberían determinar si es que en el 
presente caso Cristal Tovar fue institucionalizada y si dicha situación así como su posterior estadía 
HQ�´/D�&DVLWDµ�FRQVWLWX\y�R�QR�XQD�UHVWULFFLyQ�OHJtWLPD�D�VX�GHUHFKR�D�OD�OLEHUWDG�SHUVRQDO� 

 
2.1.  Legalidad y no arbitrariedad de la institucionalización de personas con 

discapacidad 
 
45. La Comisión Interamericana ha entendido que la institucionalización de personas con 
GLVFDSDFLGDG�VH�FRQILJXUD�FXDQGR�pVWDV�LQJUHVDQ�D�XQD�LQVWLWXFLyQ�´en la cual no pueda disponer de 
su libertad ambulatoriaµ 60. Asimismo, la Corte Europea ha indicado que la noción de privación de la 
libertad de una persona con discapacidad no sólo comprende un elemento objetivo relacionado al 
confinamiento en un espacio determinado y restringido por un período de tiempo61; sino que existe 
un elemento adicional subjetivo, el cual se refiere a que la persona con discapacidad preste su 
consentimiento para su institucionalización62. 
 
46. En el ámbito de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, de conformidad con el artículo 
7.2 de la Convención Americana nadie puede verse privado de la libertad personal sino por las 
causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto material), pero, además, 
con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos por la misma (aspecto formal)63.  
 
47. En lo que respecta a la arbitrariedad referida en el artículo 7.3 de la Convención, la Corte ha 
establecido que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que -
aun calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos 
fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de 
proporcionalidad64��$VLPLVPR��OD�&RUWH�KD�UHVXHOWR�TXH�´OD�GHWHQFLyQ�SRGUi�WRUQDUVH�DUbitraria si en 

                                                           
59 CIDH, Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 

Américas. Resolución 1/08. 13 de marzo de 2008, disposición general. 

60 CIDH, Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas. Resolución 1/08. 13 de marzo de 2008, disposición general. 

61 CEDH, Storck v. Alemania. Sentencia de 16 de junio 2005, párr. 74. 

62 CEDH, Storck v. Alemania. Sentencia de 16 de junio 2005, párr. 74. 

63 
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su curso se producen hechos atribuibles al Estado que sean incompatibles con el respeto a los 
derechos humanos de la persona detenida65. 
 
48. 
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52. Los representantes podían manifestar que la detención de Cristal Tovar fue ilegal en tanto no 
se desprende de los hechos del caso la existencia de una norma que permita la institucionalización de 
personas con discapacidad sin su consentimiento.  
 
53. Asimismo, podrían alegar que la institucionalización también resultó arbitraria en tanto 
afectaría per se el derecho a la libertad personal y capacidad jurídica, de acuerdo a lo establecido por 
el Comité de la CDPD (véase supra párr. 50).  
 
54. Asimismo, los representantes podrían alegar que la Corte Europea en jurisprudencia reciente 
ha declarado la violación del derecho a la libertad personal de una persona con discapacidad que 
nunca prestó su consentimiento para la medida de institucionalización y que estuvo recluido en el 
centro de manera indefinida68. 
 

ii)  Estado 
 
55. El Estado podría alegar que no se trató de una detención en tanto hubo un consentimiento 
implícito de Cristal Tovar. A fin de sustentar ello, podría sostener que cuando Cristal Tovar fue 
llevada por los agentes policiales a ´/D� &DVLWDµ ella no opuso resistencia ni manifestó su 
disconformidad con dicha situación. 
 
56. El Estado podría sostener que, incluso si se llegase a considerar que la institucionalización de 
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involuntaria de personas con discapacidad. En ese sentido, podría sostener que las autoridades 
policiales no le informaron a Cristal Tovar el 3 de agosto de 2006 sobre las razones por las cuales era 
GHWHQLGD�\�VREUH�VX�LQWHUQDPLHQWR�HQ�´/D�&DVLWDµ�� 
 
69. Asimismo, los representantes podían sostener que en ningún momento Cristal Tovar fue 
llevada ante una autoridad judicial a fin de que determine la legalidad de su detención. Podrían 
agregar que no es posible que el proceso judicial iniciado en vista de la solicitud de interdicción en su 
FRQWUD� VHD� FRQVLGHUDGR� FRPR�XQD� ´UHYLVLyQ� MXGLFLDOµ� GH� VX� LQVWLWXFLRQDOL]DFLyQ�� 3DUD� HOOR�� SRGUtDQ�
manifestar que la institucionalización y la interdicción son dos aspectos distintos en tanto el VI 
Juzgado no analizó la ilegalidad y arbitrariedad de la medida de institucionalización en la que se 
encontraba. 
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sentido. Asimismo, el Estado podría señalar que cualquier persona interesada podría haber planteado 
un recurso de habeas corpus a su favor. 
 
76. Adicionalmente, podía indicar que el artículo 41.7 del Código Civil de Exclutia permite que 
la autoridad judicial determine cada cuánto tiempo se podrá revisar la declaración de interdicción. 

3. El derecho de las personas con discapacidad de vivir en forma independiente y a ser 
incluidas en la comunidad 

3.1.  Importancia y alcance del derecho de las personas con discapacidad a vivir en 
la comunidad 

 
77. En el marco del sistema interamericano no se ha analizado el derecho de las personas con 
discapacidad a vivir en la comunidad. Dicho derecho, establecido en el artículo 19 de la CDOD, 
constituye uno de los preceptos más innovadores y relevantes que se encuentran contemplados en 
GLFKR�LQVWUXPHQWR��'LFKD�GLVSRVLFLyQ�FRQWHPSOD�´HO�GHUHFKR�en igualdad de condiciones de todas las 
SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�D�YLYLU�HQ�OD�FRPXQLGDGµ83, y su objetivo principal es la plena inclusión y 
participación de las mismas dentro de la sociedad.  
 
78. Al respecto, la doctrina ha hecho referencia a que dicho derecho constituye una plataforma 
fundamental para el propósito de la CDPD, consistente en el disfrute de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales por parte de todas las personas con discapacidad84. Por su 
parte, el Comité de la CDPD ha resaltado en sus observaciones a los informes de países que el 
derecho a vivir en la comunidad debe garantizarse a las personas con discapacidad a través de 
´QXPHURVDV�QHFHVLGDGHV�GH�DSR\Rµ85. 
 
79. Asimismo, la Organización Mundial de la Salud ha sostenido que existe amplia evidencia 
científica que demuestra que estas personas se desarrollan y benefician al ser parte de la 
comunidad86. Igualmente, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre el derecho de toda persona 
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental  se ha pronunciado sobre la materia al 
señalar que:  
 

                                                           
83 Artículo 19 de la CDPD. 

84 Comisionado para los Derechos Humanos del  Derecho de Europa Thomas Hammarberg, Who Gets to 
Decide? Right to Legal Capacity for Persons with Intellectual and Psychosocial Disabilities, Strasbourg, 2012. pp. 5 y 9. Sobre este 
punto, Gerard Quinn y Suzanne Doyle, VHxDODQ�TXH�´LQFOXVR�VL�OD�&RQYHQFLyQ�QR�FRQWHPSODUD�H[SUHVDPHQWH�HO�GHUHFKR�
a vivir independientemente y ser incluido en la comunidad, tal derecho podría ser claramente inferido a partir de las 
valiosas aportaciones de diversas disposiciones. Quinn, Gerard y Suzanne Doyle, Getting a Life – Living Independently and 
Being Included in the Community: A Legal Study of the Current Use and Future Potential of the EU Structural Funds to Contribute to the 
Achievement of Article 19 of the United Nations Convention on the Rights of Persons with Disabilities, Ginebra, Oficina Regional 
para Europa del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2012.p. 24. 

85 Comité de la CDPD, Observaciones finales sobre el informe inicial de China, CRPD/C/CHN/CO/1, 8º 
periodo de sesiones, (17 a 28 de septiembre de 2012), párr. 32. 

86 Vid. Comisionado para los Derechos Humanos del  Derecho de Europa Thomas Hammarberg, Who Gets to 
Decide? Right to Legal Capacity for Persons with Intellectual and Psychosocial Disabilities, Strasbourg, 2012. Informe sobre la salud 
en el mundo 2001, Salud mental: nuevos conocimientos, nuevas esperanzas, Ginebra, 2001, 
http://www.who.int/whr/2001/en/whr01_es.pdf. 21 de julio de 2013. 
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Gracias al mejor conocimiento que se tiene de la discapacidad mental y a los nuevos 
modelos de servicios y sistemas de apoyos comunitarios, muchas personas con 
discapacidad mental, antes condenadas a vivir encerradas en instituciones, han 
demostrado que pueden llevar una vida plena y útil dentro de la comunidad. 
Personas que antes eran incapaces de tomar decisiones de manera autónoma han 
echado por tierra los estereotipos, mostrando que son capaces de vivir de manera 
independiente cuando cuentan con las debidas salvaguardias jurídicas y con servicios 
de apoyo apropiados. Además, muchas personas a las que antes se consideraba 
permanente o inherentemente limitadas después de un diagnóstico de grave trastorno 
mental han demostrado que la recuperación total es posible87.  

3.2.  El derecho de las personas con discapacidad a vivir en la comunidad a la luz 
del principio de no discriminación 

 
80.
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participación e inclusión plenas y efectivas de las personas con discapacidad en la sociedad. 
Asimismo, el artículo 4.1 de la CDPD contempla a la no discriminación de personas con 
discapacidad como una de las obligaciones de los Estados.  
 
83. A partir de lo mencionado, el derecho a vivir en comunidad ha sido desarrollado por 
distintos órganos internacionales como parte de las obligaciones estatales de no discriminar a las 
personas con discapacidad. En ese sentido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
&XOWXUDOHV�KD� VHxDODGR�TXH�FRQ�HO�REMHWR�GH�´UHPHGLDU� ODV�GLVFULPLQDFLRQHV�SDVDGDV�\�SUHVHQWHV�� \�
para preve
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adoptar para su realización93
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contenido económico, social y cultural106. En ese sentido, podría sostener que no es posible que se le 
exija asegurar la vida en comunidad de las personas con discapacidad internadas de manera 
inmediata puesto que el proceso de desinstitucionalización conlleva una reforma política y social que 
implica la asignación de recursos financieros y la coordinación de distintas entidades. 
 
90. El Estado podría argumentar que mientras dura el proceso de sustitución de instituciones 
por servicios en la comunidad, resulta necesario que los Estados adopten todas las medidas 
necesarias para i) que las personas en instituciones vivan en condiciones dignas107; y ii) asegurarse de 
que las personas con discapacidad que viven en instituciones no se enfrentan a ningún riesgo que 
ponga en peligro su vida o integridad personal108. 
 
91. El Estado podría argumentar que, sin perjuicio de lo mencionado, incorporó a su pliego  
SUHVXSXHVWDO�����������TXH��SHUPLWLHURQ�UHPRGHODU��OD��LQIUDHVWUXFWXUD��GH�´/D�&DVLWDµ�\�PHMRUDU�ODV�
condiciones del mismo. El Estado podría referirse a todas las acciones adoptadas a favor de las 
personas internadas en dicho centro, las cuales favorecieron a Cristal Tovar (véase Pregunta 
Aclaratoria 30).  

4.  Consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad 

4.1.  Medicación forzada 
 
92. La Convención Americana no establece expresamente el derecho de brindar un 
consentimiento informado frente a la utilización de medicamentos a una persona. Por ello, resulta 
necesario tomar en cuenta los estándares establecidos en distintos sistemas internacionales de 
derechos humanos. 
 
93. En el ámbito del sistema universal, artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el cual proteger el derecho a la integridad personal, establece que ¨nadie será sometido sin 
su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos¨. El Comité de Derechos Humanos ha 
entendido que dicha prohibición abarca no sólo a experimentos sino también a tratamientos 
médicos que se llevan a cabo sin el libre consentimiento de la persona interesada109. Igualmente, el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha justificado que el derecho a la integridad 
personal incluye la prohibición de realizar tratamientos médicos sin un consentimiento informado, 
en tanto esta prohibición guarda una relación sumamente estrecha con el derecho a la salud110. 

                                                           
106 Comisionado para los Derechos Humanos del  Derecho de Europa Thomas Hammarberg, Who Gets to 

Decide? Right to Legal Capacity for Persons with Intellectual and Psychosocial Disabilities, Strasbourg, 2012. p. 21.  
107 Rosenthal, Eric, Sofía Galván y Erin Jehn, Abandonados y Desaparecidos, la Segregación y Abuso de Personas con 
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también recibir información sobre las alternativas existentes al tratamiento propuesto, incluyendo los 
efectos de no recibir tratamiento118. 
 
99. La Corte Europea agregó que en base a dicho tratado la información proporcionada al 
paciente debe brindarse utilizando una terminología que la persona pueda entender. En casos de 
existir barreras lingüísticas, se debe brindar algún tipo de interpretación119. 
 
100. La Corte Europea ha sostenido que incluso cuando la negativa de aceptar un determinado 
tratamiento resulte en una consecuencia fatal, la imposición de un tratamiento médico sin el 



28 

 

4.1.1. Posibles argumentos de las partes 
 

i)  Representantes 
 
104. Los representantes podrían alegar que en el presente caso no se cumplieron con los 
requisitos para que Cristal Tovar brinde un consentimiento informado. Podrían sostener que no 
hubo una comprensión por parte de la presunta víctima sobre la medicación a utilizarse. Podrían 
alegar que, por el contrario, se presentó la información de una forma rápida y desorganizada, sin 
dejar tiempo suficiente para que Cristal Tovar pueda considerarla, por lo que se afectó 
negativamente la capacidad de la persona a fin de poder tomar una elección informada.  
 
105. Asimismo, los representantes podrían señalar que era necesario adaptar la presentación de la 
información en un lenguaje accesible de conformidad con la situación de discapacidad de Cristal 
Tovar y evitar cualquier tipo de tecnicismo. Podrían sostener que conforme a los hechos del caso 
únicamente se le explicó de manera oral la realización de un tratamiento y no se utilizó ningún otro 
tipo de herramienta de comunicación.  
 
106. Podrían alegar que tampoco hubo una adecuada presentación del procedimiento del 
tratamiento médico, sus propósitos, los riesgos y beneficios que se pueden anticipar, así como los 
procedimientos alternativos. Los representantes podrían sostener que en ningún momento se ofreció 
a Cristal Tovar la oportunidad de solicitar la modificación o interrupción del tratamiento médico. 
 
107. Finalmente, los representantes podrían alegar que de ninguna manera se estaba frente a una 
situación excepcional o de emergencia. Por ello, podrían argumentar que no es posible justificar la 
aplicación inmediata de la medicación a Cristal Tovar.  
 

ii)  Estado 
 
108. El Estado SRGUtD�DOHJDU�TXH�HO�SHUVRQDO�PpGLFR�GH�´/D�&DVLWDµ�FXPSOLy�FRQ� ORV� UHTXLVLWRV�
establecidos por la jurisprudencia internacional para que Cristal Tovar brinde un consentimiento 
informado. Al respecto, podría sostener que conforme a los hechos del caso el médico de turno 

                                                                                                                                                                                           
Asimismo, el artículo 6 dispone que: 

1. Toda intervención médica preventiva, diagnóstica y terapéutica sólo habrá de llevarse a cabo previo 
consentimiento libre e informado de la persona interesada, basado en la información adecuada. Cuando proceda, el 
consentimiento debería ser expreso y la persona interesada podrá revocarlo en todo momento y por cualquier motivo, 
sin que esto entrañe para ella desventaja o perjuicio alguno. 
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explicó a la presunta víctima el tratamiento que se le iba a brindar. El Estado podría alegar que 
incluso Cristal Tovar tuvo la oportunidad de realizar preguntas sobre el tratamiento.  
 
109. Podría sostener que el consentimiento también puede ser de manera oral y no sólo de 
manera escrita, especialmente tomando en cuenta la discapacidad de Cristal Tovar. Asimismo, el 
Estado podría alegar que en ningún momento hubo algún tipo de coacción o imposición para que 
acepte el tratamiento médico. 
 
110. Sin perjuicio del mencionado, el Estado podría argumentar que la Corte Europea ha 
sostenido que no se vulnera el derecho a la integridad personal o a la vida privada de una persona 
con discapacidad mental si es que no se logra argumentar suficiente cómo, incluso sin 
consentimiento, las autoridades habrían actuado de manera incorrecta en brindarle dicho 
tratamiento126. 
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tomar en cuenta de las necesidades de la persona así como asegurar que la persona comprenda la 
información brindada132; y iii) asegurar que el consentimiento que se brinde sea libre y voluntario133. 
 
113. Al respecto, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha sostenido 
que a fin de adoptar una decisión con conocimiento de causa respecto de medidas anticonceptivas 
seguras y fiables, las mujeres deben tener información acerca de las medidas anticonceptivas y su 
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consentimiento libre y voluntario para una intervención como la aplicación de anticonceptivos 
podría configurar una situación de violencia contra la mujer143. 
 
118. Adicionalmente, los representantes podrían sostener que no se configuró una excepción que 
justifique la falta de consentimiento informado de Cristal Tovar. Al respecto, podrían sostener que 
no se ha comprobado una situación de emergencia que amerite la inyección de anticonceptivos a la 
presunta víctima. Podrían resaltar que el hecho de que existan relaciones sexuales entre residentes de 
´/D�&DVLWDµ�QR�SXHGH�VHU�FRQViderado como una causal para la aplicación de la excepción señalada. 
Podrían manifestar que es obligación del Estado, a fin de evitar cualquier situación de violencia 
sexual, adoptar medidas menos lesivas y que no afecten la salud sexual y reproductiva de las mujeres 
LQWHUQDGDV�HQ�´/D�&DVLWDµ�FRPR�&ULVWDO�7RYDU� 
 
 

ii)  Estado 

119. El Estado podría argumentar que en el presente caso se trató de un tratamiento 
anticonceptivo de carácter temporal y excepcional. Podría sostener que en consecuencia los 
estándares internacionales relacionados a la esterilización forzada no deberían aplicarse en tanto no 
se configuró dicho supuesto. 
 
120. El Estado podría alegar que Cristal Tovar no se puso en ningún momento al tratamiento 
médico realizado, el cual incluía la inyección de an
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7RUWXUD� \�RWURV�7UDWRV�&UXHOHV�� ,QKXPDQRV�R�'HJUDGDQWHV� �´5HODWRU� VREUH� OD�7RUWXUDµ��� TXLHQ�KD�
llamado a los Estados a la prohibición absoluta del régimen de aislamiento a personas con 
discapacidad mental e intelectual, cualquiera que sea su duración. Específicamente, en su informe de 
febrero de 2013, señaló lo siguiente: 
 

Es esencial que se aplique una prohibición absoluta de todas las medidas coercitivas y 
no consentidas, incluida la inmovilización y el régimen de aislamiento de las personas 
con discapacidad intelectual o psicológica, en todos los lugares de privación de 
libertad, incluidas las instituciones de atención psiquiátrica y social. Las circunstancias 
de impotencia en que se halla el paciente y el trato abusivo de las personas con 
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requerido a los Estados a aplicar el régimen de aislamiento de conformidad con los estándares en la 
materia. Sin embargo, más recientemente, la Comisión en un comunicado de prensa emitido en 2013 
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6.  Condiciones en la institución “La Casita” 
 
134. 
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según la Corte Interamericana, el lugar y las condiciones físicas en que se desarrolla el tratamiento de 
personas con discapacidad mental deben ser conformes con el respeto a la dignidad de la persona165. 
 
138. 5HVSHFWR�D�OD�DOLPHQWDFLyQ�GH�ODV�SHUVRQDV�UHVLGHQWHV�HQ�´/D�&DVLWDµ��SXHGH�WRPDUVH�FRPR�
guía el Principio XI.1 de los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
3ULYDGDV�GH�/LEHUWDG�HQ� ODV�$PpULFDV�GH� OD�&,'+��VHJ~Q�HO�FXDO�´ODV�SHUVRQDV�SULYDGDV�GH� OLEHUWDG�
tienen derecho a recibir una alimentació
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servicios sanitarios, generaría una violación del derecho a la integridad personal174. En relación con la 
vestimenta, la Corte Europea ha indicado que el no proveer de vestimenta o sábanas durante un 
largo período de tiempo genera una violación del derecho a la integridad personal175. 
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&'3'�KD�LQGLFDGR�TXH�´VH�GHEH�FRQFHGHU�FDSDFLGDG�MXUtGLFD�D�ODV�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�SDUD�
teVWLILFDU�HQ�LJXDOGDG�GH�FRQGLFLRQHV�FRQ�ODV�GHPiVµ 182. Podrían argumentar que era imperativo que 
al menos Cristal Tovar declare en un proceso donde se estaba determinando su situación jurídica. 
 

ii)  Estado 

156. El Estado podría alegar que se garantizó el derecho de acceso a la justicia de Cristal Tovar 
puesto que, cuando una persona con discapacidad se encuentra interdicta, es necesario que su 
tutor/a tenga la posibilidad de solicitar la revocación de dicha medida si es que considera que ya no 
es necesaria o si desea dejar de actuar en calidad de representante. El Estado podría hacer referencia 
D�OR�VHxDODGR�SRU�HO�&RPLWp�GH�OD�&'3'�HQ�FXDQWR�D�TXH�VH�GHEH�´JDUDQWL]D>U@�TXH�ODV�SHUVRQDV�TXH�
ven obstaculizado su derecho a la capacidad jurídica tengan la oportunidad de impugnar esos 
REVWiFXORV� �HQ� VX� SURSLR� QRPEUH� R� PHGLDQWH� VX� UHSUHVHQWDQWH� OHJDO�µ 183. El Estado podría 
LQWHUSUHWDU�GLFKR�HQXQFLDGR�HQ�HO�VHQWLGR�GH�TXH�SRU�´UHSUHVHQWDQWH�OHJDOµ�VH�KDFH�UHIHUHQFLD�DO�WXWRU�
o la tutora de una persona con discapacidad interdicta. 
 
157. Asimismo, el Estado podría sostener que, a fin de evitar cualquier tipo de arbitrariedad del 
tutor o tutora, la legislación de Exclutia permite que el Ministerio Público también pueda solicitar la 
revisión y/o revocatoria de la interdicción. 
 
158. El 
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ii)  Estado 

165. El Estado podría alegar que, durante la etapa de admisibilidad ante la Comisión 
Interamericana, cuestionó el cumplimiento del requisito de plazo de presentación, lo cual sería 
suficiente. Podría asimismo indicar que la Comisión debería haber analizado el requisito de los seis 
meses en relación con cada uno de los procesos internos iniciados por los peticionarios, esto es, 
respecto del recurso de nulidad y del recurso de amparo. 
 
166. Asimismo, el Estado podría argumentar que, de haber realizado dicho análisis diferenciado, 
la Comisión hubiera coQFOXLGR� TXH� ORV� DOHJDWRV� UHODWLYRV� D� ODV� FRQGLFLRQHV� HQ� ´/D� &DVLWDµ� HUDQ�
inadmisibles por ser extemporáneos. En tal sentido, podría alegar que dicha omisión de la CIDH 
resultó en una grave afectación al derecho de defensa del Estado, lo cual abre la puerta que la Corte 
examine la legalidad de dicha omisión. 
 
 
E. MEDIDAS PROVISIONALES  
 
167. En la audiencia ante la Corte Interamericana las partes presentarán sus alegatos respecto a la 
solicitud de medidas provisionales realizada por los representantes en relación con la práctica de 
DLVODPLHQWR� LQYROXQWDULR� HQ� ´/D� &DVLWDµ�� (Q� GLFKD� RSRUWXQLGDG� VH� DQDOL]DUiQ� GRV� DVSHFWRV� GH� OD�
solicitud de medidas provisionales.  
 
168. 3RU�XQ�ODGR��VL�ODV�FRQGLFLRQHV�GH�´H[WUHPD�JUDYHGDGµ��´XUJHQFLDµ�\�´GDxR�LUUHSDUDEOHµ�HVWiQ�
presentes. Los posibles argumentos de las partes mencionados (véase supra párrs. 134 a 141) de este 
memorándum podrían ser aplicados a este punto, con la salvedad que deben focalizarse en las tres 
condiciones mencionadas. Al respecto, cabe subrayar que la Corte no puede considerar el fondo de 
ningún argumento que no esté relacionado exclusivamente a la gravedad extrema, urgencia y riesgo 
de daño irreparable.  
 
169. Por otro lado, se analizará el alegato del Estado según el cual, en caso que la Corte rechace la 
solicitud de medidas provisionales, la Comisión tendría que levantar las medidas cautelares a favor 
GH� ODV� SHUVRQDV� TXH� UHVLGHQ� HQ� ´/D� &DVLWDµ�� (Q� HO� PDUFR� GH� GLFKD� GLVFXVLyQ� SRGUtDQ� VXUJLU�
argumentos vinculados a la última reforma del Reglamento de la CIDH que entró en vigor el 1 de 
agosto de 2013.  
 
170. Dicha reforma introdujo varias modificaciones al artículo 25 del Reglamento que regula el 
mecanismo de medidas cautelares. Por primera vez se regulan los efectos de las medidas 
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171. Esto es, en los casos en que la Corte no otorgue una medida provisional, la medida cautelar 
de la CIDH deberá ser levantada. A la fecha no ha habido ninguna situación en la cual se haya 
aplicado dicha hipótesis. Sin embargo, ello podría ocurrir a futuro. 

1. Posibles argumentos de las partes 
 

i)  Representantes 


